
    

Resumen ejecutivo
La corrupción existe en Venezuela al menos desde 1821,

cuando se selló su independencia. En los siglos XIX y XX, el
nivel de corrupción fluctuó con los distintos gobiernos. Durante
la gestión del presidente Hugo Chávez, sin embargo, la corrup-
ción ha llegado a niveles sin precedentes. Miles de millones de
dólares han sido gastados sin justificación o robados. Mientras
los recursos de Venezuela se han utilizado mal  muchos fun-
cionarios de alto nivel y sus cómplices se han enriquecido.

El súbito incremento de los ingresos petroleros estimuló el
aumento de la corrupción. En los ocho años de gestión de
Chávez, su gobierno ha recibido entre 175.000 y 225.000 mi-
llones de dólares gracias al petróleo y al nuevo endeudamiento.
Junto con el incremento de los ingresos, disminuyó la trans-
parencia. Por ejemplo, en 2003 la empresa petrolera estatal dejó
de publicar sus estados financieros anuales consolidados. Chávez
ha creado nuevas instituciones financieras estatales cuyas opera-
ciones son poco transparentes, de donde se gastan fondos a dis-
creción del poder ejecutivo.

Actualmente la corrupción involucra a todos los niveles de
la sociedad venezolana. La burocracia estatal rara vez se apega a
las normas establecidas para las licitaciones. Los ciudadanos
comunes deben pagar sobornos a fin de realizar hasta los mas
sencillos trámites burocráticos y experimentan una creciente
desatención en la provisión de servicios gubernamentales bási-
cos. Esto es el resultado de un ambiente  general de impunidad:
algunos funcionarios implicados en graves escándalos de co-
rrupción han sido separados de sus cargos, pero no obligados a
rendir cuentas ante la justicia.

El drástico aumento de la corrupción durante la presidencia
de Chávez resulta irónico, ya que la lucha contra este mal fue
parte esencial de la plataforma electoral que le permitió ganar las
elecciones. A fin de luchar realmente contra la corrupción, el
gobierno debe incrementar la transparencia de sus instituciones
y reducir su extendida participación en la economía, partici-
pación que ha situado al país entre las economías menos libres
del mundo.

Antecedentes
En 1813, Simón Bolívar, mientras luchaba en la guerra de

independencia contra España, firmó un decreto en el que esti-
pulaba la pena de muerte para quienes fueran hallados culpables
de corrupción en la primera República de  Venezuela. En 1824,
firmó un segundo decreto, y un tercero en 1826, en los que
definía la corrupción como “la violación del interés público” y
establecía la pena de muerte para “todo funcionario público cul-
pable de robar diez pesos o más”. El segundo artículo del decre-
to de 1824 rezaba: “Los jueces, quienes debiendo ejecutar este
decreto no lo hagan, serán también ajusticiados”1. Sin embargo,
la historia de Venezuela en los últimos 180 años estuvo caracte-
rizada por la presencia incesante e intensa de la corrupción en la
administración pública. En 1875, el Ministerio de Finanzas vene-
zolano, durante la dictadura de Antonio Guzmán Blanco, con-
fesó: “Venezuela no sabe cuánto debe y a quién.... los libros del
país tienen un atraso de  20 años…”. Cien años más tarde,
durante la presidencia de Luis Herrera, el contralor general
describía la administración pública de su país casi en los mismos
términos, como “un sistema totalmente fuera de control”2.

La dictadura de Juan Vicente Gómez, que se extendió entre
1909 y 1935, fue un período durante el cual el ejercicio de la co-
rrupción se limitó a los colaboradores más cercanos al dictador
y a sus familiares y amigos cercanos, ya que Gómez no precisa-
ba elecciones para continuar en el poder y dirigía Venezuela
como su hacienda personal. Los diez años que siguieron a su
muerte constituyeron la primera década de verdadera democra-
cia y transparencia en el sector público venezolano, gracias a sus
sucesores, los generales E. López Contreras e I. Medina
Angarita, líderes profundamente democráticos a pesar de su
trayectoria militar en el ejército de Gómez.

El general Medina Angarita fue depuesto en 1945 por un
golpe de estado del partido Acción Democrática, respaldado por
jóvenes oficiales del ejército. Entre 1945 y 1948, Acción
Democrática llevó adelante, durante tres años, un gobierno bas-
tante transparente bajo las breves presidencias de Rómulo
Betancourt y del famoso novelista Rómulo Gallegos. En 1948,
los jóvenes militares que habían apoyado a Acción Democrática
tres años antes derrocaron a Gallegos. El líder del golpe, Marcos
Pérez Jiménez, instituyó una dictadura militar que duró diez
años. Durante esa década, la corrupción era considerable pero,
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en general, tal como durante los años de Gómez, se limitaba al
círculo más cercano al dictador y se relacionaba, más que nada,
con las comisiones que se obtenían mediante la contratación de
obras públicas. La infraestructura del país recibió un fuerte
impulso con la construcción de caminos, hospitales, universi-
dades y edificios públicos.

El creciente descontento de los oficiales del ejército exclui-
dos del acceso a los fondos públicos venezolanos promovió una
revuelta popular en 1958 que logró expulsar a Pérez Jiménez del
poder. A partir de entonces, Venezuela no sufriría otro golpe ni
intento de golpe de estado hasta 1992, cuando Hugo Chávez
trató, sin éxito, de derrocar al presidente Carlos Andrés Pérez.
Entre 1958 y 1999, Venezuela tuvo más de diez presidentes elegi-
dos democráticamente. Durante la primera mitad de este perío-
do, entre 1958 y 1975, el país experimentó una sucesión de go-
biernos democráticos y gozó de un nivel aceptable de trans-
parencia en la gestión de los activos nacionales. La consolidación
de la democracia venezolana y la promoción de una sociedad ca-
racterizada por una sólida clase media emergente fue el resulta-
do de la gestión de los presidentes Rómulo Betancourt, Raúl
Leoni, Rafael Caldera y, por parte de su mandato, de Carlos
Andrés Pérez. Durante estos años, la democracia venezolana se
convirtió en el modelo político a ser imitado en América Latina,
comparado favorablemente por los analistas expertos en el tema
con las dictaduras de izquierda y derecha aún presentes en el
hemisferio.

A mediados de la década de 1970, el manejo de los bienes
nacionales venezolanos comenzó a deteriorarse drásticamente.
Los acontecimientos políticos en el Oriente Medio produjeron
un incremento abrupto en los precios mundiales del petróleo y,
como resultado, los ingresos petroleros se triplicaron en
Venezuela. Los hombres ordinarios al frente del gobierno de
Venezuela se vieron expuestos a tentaciones financieras extraor-
dinarias. Enfrentado con estas ganancias inesperadas, el presi-
dente Pérez estructuró un programa que denominó “La gran
Venezuela”. Según este plan, una versión tropical del “Gran
Salto Adelante” de Mao, el gobierno invertiría cerca de 2.000
millones de dólares en proyectos industriales en el sur del país,
diseñados para triplicar la producción de acero en cinco años y
construir nuevas plantas de aluminio. En un momento determi-
nado, existían más de 300 empresas estatales en Venezuela,
ninguna de las cuales era rentable. Durante la segunda mitad del
mandato de Pérez, como resultado de los caudalosos ingresos
provenientes del petróleo, la corrupción se disparó y se “demo-
cratizó”. Hasta aquel momento, la corrupción se había restringi-
do, esencialmente, al círculo a cargo del poder; ahora, por el con-
trario, muchos venezolanos comenzaron a participar, en forma
directa e indirecta, del abuso y uso indebido de los fondos públi-
cos. Al final de la presidencia de Pérez, y a pesar de los ingresos
inesperados provenientes del petróleo, Venezuela se había
endeudado con los bancos internacionales.

Entre 1975 y 1998, los niveles de corrupción en Venezuela
aumentaron de manera casi constante y se mantuvieron elevados.
Especialmente grave fue el período de la presidencia de Jaime
Lusinchi, de 1984 a 1994. En su estudio sobre corrupción, la

socióloga Ruth Capriles Méndez, de la Universidad Católica
Andrés Bello, estima que, durante su presidencia, hubo un uso
indebido y deshonesto de unos 36.000 millones de dólares3, en
especial a través del programa de control del tipo de cambio
denominado RECADI (Régimen de Cambios Diferenciales).
Diversos factores contribuyeron al incremento drástico de la
corrupción:

!! La debilidad de las instituciones políticas y sociales.
!! La falta de normas y controles administrativos ade-
cuados.
!! Los caudalosos ingresos relacionados con la produc-
ción petrolera, una riqueza que no se ganaba, en líneas
generales, con el trabajo de la mayoría, sino que la ge-
neraba un pequeño grupo de personal técnico de la
industria del petróleo.
!! Los líderes políticos populistas, deseosos de pro-
mover un estado de bienestar a fin de consolidar su
posición política, en lugar de guiar al país hacia una
prosperidad estable a través del trabajo y la disciplina
social. Estos líderes persuadieron a los ciudadanos de
que el dinero proveniente del petróleo “pertenecía” al
gobierno y  que parte de él podría entregarse a la gente
a cambio de su lealtad política. A causa de esta creen-
cia, el uso de los bienes nacionales para beneficio per-
sonal, tanto dentro de la elite política como a lo largo
y a lo ancho de la población, perdió gran parte de su
sentido peyorativo.
La visión benevolente de la corrupción que prevaleció en

aquellas décadas puede ilustrarse mediante el fallo judicial de un
caso de corrupción ocurrido en 1982 en el Ministerio de
Agricultura de Venezuela: el tribunal a cargo lo desestimó soste-
niendo que “la suma en cuestión [aproximadamente 20.000
dólares] era demasiado pequeña en relación al presupuesto total
del Ministerio”4.

En 1997, Pro Calidad de Vida, una organización no guber-
namental (ONG) venezolana dedicada a la lucha contra la co-
rrupción estimó que en los últimos 25 años se habían malgasta-
do o robado aproximadamente 100.000 millones de dólares del
ingreso relacionado con el petróleo5.

La entrada en escena de Hugo Chávez
Al acercarse el final del siglo XX, Venezuela estaba lista para

un cambio político profundo. Las elecciones presidenciales de
diciembre de 1998 le dieron la victoria a Hugo Chávez. Tanto él
como su principal adversario, Henrique Salas Romer, habían
prometido un corte radical con la política anterior, basada en un
sistema en el cuál dos partidos se alternaban en el poder, con
niveles elevados de ineficiencia burocrática y corrupción.
Durante la campaña, la plataforma de Chávez consistió en tres
propuestas fundamentales: convocar una asamblea constituyente
para redactar una nueva constitución, eliminar la corrupción
gubernamental y luchar contra la exclusión social y la pobreza.
Su rival, Salas Romer, condenó la propuesta de una nueva cons-
titución por populista. A pesar de su excelente desempeño como
gobernador del estado de Carabobo, la población percibía a Salas
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Romer como un reformista convencional, mientras que Chávez
tenía la imagen de portavoz de las mayorías pobres y oprimidas.
Sin duda, en un país con 60% de pobreza y 30% de indigencia
en el momento de las elecciones, las promesas de Chávez de
eliminar la corrupción gubernamental y luchar contra la pobreza
fueron factores decisivos en su triunfo6.

Chávez había prometido concentrarse en las cuestiones
políticas antes de abocarse a las cuestiones sociales y económi-
cas. En su discurso inaugural7, Chávez abogó por una “revolu-
ción política” e inició un proceso que llevaría, durante 1999, a la
eliminación progresiva de la mayoría de las instituciones políticas
existentes, entre ellas el Congreso, la Corte Suprema de Justicia y
la Junta Electoral. A fines de 1999, estas instituciones se habían
disuelto y reemplazado por otras nuevas, administradas por
seguidores de Chávez. En una carta a la Corte Suprema, con
fecha de abril de 1999, Chávez había amenazado a los jueces
diciendo que el pueblo tomaría represalias si no actuaban según
sus propios deseos8. En la misma carta, señalaba “el principio de
la exclusiva autoridad presidencial en la conducción del Estado”,
con el cual, aparentemente, se ubicaba por encima de la ley.
Durante el mismo año, Chávez comenzó a violar la constitución
vigente. En julio de 1999 promovió a 33 oficiales del ejército
obviando la decisión del Senado, el cual según el artículo 150 de
la constitución, tenía la autoridad para autorizar promociones. El
diputado Jorge Olavarría denunció abiertamente esta violación el
Día de la Independencia en un discurso ante el Presidente, su
gabinete y el cuerpo diplomático9. En su discurso, Olavarría
pidió un juicio político para Chávez; sin embargo, como era de
esperarse, esto no ocurrió.

El nuevo gobierno se pronuncia sobre la 
corrupción

En noviembre de 1999, el nuevo Ministro de Relaciones
Exteriores, José Vicente Rangel, dio un discurso en el Centro de
Divulgación del Conocimiento Económico (CEDICE), un think
tank ubicado en Caracas, durante un seminario sobre “Economía
y Corrupción” celebrado en la misma ciudad10. En este discurso,
Rangel presentó lo que fue considerado como la posición oficial
del nuevo gobierno en lo relativo a la corrupción. Esta posición
puede resumirse de la siguiente manera:

1. Reconocemos la existencia de una cultura de co-
rrupción sistémica en Venezuela.
2. Los ciudadanos la identifican, al ver que los hospi-
tales carecen de los recursos o medicamentos esen-
ciales debido al robo de fondos que han debido dedi-
carse a la adquisición de estos insumos.
3. A partir de ahora, la ética jugará un papel central en
la vida de nuestra sociedad.
4. La corrupción aparece por igual en regímenes
autoritarios y democráticos y es más perversa en
democracia, ya que requiere la complicidad de muchos.
5. La corrupción ha tenido un costo enorme en
Venezuela. Funciona, esencialmente, a través de la con-
tratación de obras públicas. Los ciudadanos vene-
zolanos han enviado más de 100.000 millones de

dólares al extranjero. El costo de la corrupción durante
los últimos 20 años, según la ONG Pro Calidad De
Vida, es del orden de los 100.000 millones de dólares.
Los costos espirituales y sociales de la corrupción son
aún mayores.
6. El 4 de febrero de 1992 [la fecha del intento de golpe
de estado de Chávez] tiene un significado esencial-
mente ético. El golpe fue una expresión de protesta
popular contra la corrupción venezolana.
7. A fin de luchar contra la corrupción, debemos
luchar contra la confidencialidad y la falta de informa-
ción de los bancos, las corporaciones financieras y el
sistema judicial.
8. La lucha contra la corrupción debe involucrar a toda
la sociedad y a todos los ciudadanos, a las organiza-
ciones estatales, a las instituciones académicas, a los
medios, a las instituciones religiosas y a las asociaciones
políticas, comerciales y gremiales, a fin de revertir los
efectos de la corrupción y permitir que renazcan nues-
tros valores morales y éticos.
9. Estamos en las puertas del cambio, y uno de los
objetivos principales de este nuevo gobierno es elimi-
nar la corrupción. Ésta es la única manera de reinstalar
la democracia en nuestro país. El riesgo más impor-
tante que enfrenta este gobierno es no llevar adelante
esta lucha con coraje y decisión, ya que la vieja corrup-
ción tiende a ser inmediatamente reemplazada por co-
rrupción nueva.
10. Si queremos ser un estado legítimo, necesitamos un
sistema judicial en el que podamos confiar. Sin una jus-
ticia digna de confianza, no existe posibilidad de librar
una lucha eficiente contra la corrupción.
11. Como una señal de nuestra determinación de com-
batir la corrupción, hemos incorporado en nuestro
proyecto de una nueva constitución un organismo
conocido como el Poder Ciudadano, compuesto por el
contralor, el procurador general y el defensor del
pueblo, con plena autoridad para investigar y controlar
el funcionamiento del estado y el uso de activos
públicos.
12. Dejaremos de lado la retórica vacía y nos abocare-
mos a tomar medidas concretas para que las institu-
ciones funcionen.
Casi ocho años han pasado desde que José Vicente Rangel,

quien es aún la segunda persona más influyente del gobierno de
Hugo Chávez, pronunciara ese discurso. Un lapso más que sufi-
ciente para evaluar el desempeño del régimen de Chávez en
relación con uno de sus objetivos principales, el de eliminar la
corrupción.

El desempeño financiero del gobierno de Hugo
Chávez: un panorama general

En los ocho años transcurridos desde el ascenso de Hugo
Chávez al poder, se estima que 130.000 millones de dólares de
ingresos netos proveniente del petróleo (después de deducir los
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costos de la producción petrolera) entraron en el tesoro nacional,
si bien la cifra podría llegar hasta 180.000 millones. El amplio
rango de las estimaciones se debe a la falta de información con-
fiable sobre la producción y el ingreso petrolero en Venezuela
desde 2001. Petróleos de Venezuela, la corporación petrolera
gubernamental, dejó de publicar sus estados financieros anuales
consolidados en 2003 y envió la última documentación a la
Comisión de Bolsa y Valores de Estados Unidos en 2005, con un
atraso de dos años, ya que las cifras correspondían a 2003.
Durante el mandato de Chávez, la deuda nacional de Venezuela,
interna y externa, ha subido de 21.000 millones de dólares en
1998 a unos 41.000 millones de dólares en 2005. Además, el go-
bierno anunció este año una nueva emisión de bonos por hasta
4.000 millones11.

Por lo tanto, gracias al petróleo y al nuevo endeudamiento,
el gobierno de Chávez ha recibido, hasta el tercer trimestre de
2006, entre 175.000 y 225.000 millones de dólares. Esta cifra no
incluye todas las demás fuentes de ingresos, como el impuesto
sobre la renta. El presupuesto nacional para 2006 asciende a
40.100 millones de dólares; 47% del ingreso proviene de las ven-
tas de petróleo, y el resto, del impuesto sobre la renta y otras
fuentes (como la nueva deuda y un ingreso extraordinario de
unos 5.000 millones de dólares debido a la confiscación de reser-
vas de divisas del Banco Central de Venezuela).

Con el tiempo el manejo de estos cuantiosos recursos se ha
hecho menos transparente. Tanto Petróleos de Venezuela como
el Banco Central han tenido que transferir sumas importantes de
dinero directamente al FONDEN, un “fondo de desarrollo”
creado en 2005 por decreto presidencial, y al BANDES, un
banco de desarrollo creado en 2001, dos entidades que respon-
den únicamente al Presidente Chávez. En paralelo a esta gestión
irregular de los fondos públicos, el gobierno de Chávez desman-
teló el Fondo de Estabilización Macroeconómica, creado por el
gobierno venezolano en 1998 para proteger la estabilidad de las
finanzas públicas nacionales en tiempos de precios bajos del
petróleo. Además, entre 2001 y 2005, el gobierno de Chávez
retiró activos del fondo, por un monto superior a los 3.000 mi-
llones de dólares, para utilizarlos en gastos corrientes. A conti-
nuación, se analizan algunas de las principales irregularidades en
la gestión de fondos públicos por parte del gobierno de Hugo
Chávez.

Transferencias de dólares al exterior realizadas por el gobierno
Según el Banco Central de Venezuela, desde 2004 el gobier-

no de Chávez ha transferido cerca de 22.500 millones de dólares
a cuentas en el extranjero. De esta suma, unos 12.000 millones
nunca se justificaron12. José Guerra, analista financiero y ex fun-
cionario del Banco Central entrevistado para este informe,
sostiene que el gobierno de Chávez utilizó ese dinero “para com-
prar lealtades políticas en la región, a fin de consolidar su proyec-
to político, y parte se donó a Cuba y Bolivia, entre otros países”.
Guerra agregó que, de realizarse, un análisis más detallado podría
señalar que las sumas transferidas al exterior son mucho ma-
yores, ya que tampoco se ha llevado a cabo una rendición de
cuentas de los saldos por cobrar por ventas de petróleo a países
políticamente afines.

Las reservas de oro probablemente extraídas del Banco Central de
Venezuela

Informes realizados por Militares Democráticos, un grupo
de oficiales del ejército ya retirados que, en general, se opone al
gobierno de Hugo Chávez, sostienen que esta administración
ordenó el transporte de una porción importante de las reservas
nacionales de oro del Banco Central a Fuerte Tiuna13, la guarni-
ción militar que se convirtió en la fortaleza de Chávez. Los
informes citan la aseveración del general Jorge Luis García
Carneiro de que el oro se transfirió “por orden directa de Hugo
Chávez”. De confirmarse, esta información generaría un cues-
tionamiento sobre la transparencia del acto.

La confiscación de 5.000 millones de dólares de reservas monetarias
internacionales.

En junio de 2005, la Asamblea Nacional, controlada por
Chávez, modificó la ley que regula el Banco Central de Venezuela
de tal manera que el gobierno de Chávez pudiera confiscar lo
que definía como un “exceso de reservas”14. Bajo las resolu-
ciones de esta modificación arbitraria, cerca de 5.000 millones de
dólares se transfirieron del Banco Central al poder ejecutivo, para
utilizarse en programas de gobierno, fuera de los canales pre-
supuestarios normales. La falta de controles financieros y el
desvío de reservas de divisas para gasto público ordinario han
generado inflación y erosionado la confianza de los inversio-
nistas internacionales en la estabilidad financiera del país.

La creación de un Banco de Desarrollo, un Banco del Tesoro y un
Fondo de Desarrollo que operan sin transparencia y socavan la
independencia del Banco Central.

En 2001, por decreto presidencial, el gobierno creó el BAN-
DES, un banco de desarrollo dependiente del Ministerio de
Finanzas, y, en 2005, la Asamblea Nacional, controlada por
Chávez, creó un fondo de desarrollo, el FONDEN, para gastar
el “exceso” de reservas de divisas. Ambas instituciones están
bajo el control absoluto del gobierno de Chávez y no están suje-
tas a ningún tipo de supervisión o revisión independiente. El
fondo debía llegar a tener hasta 6.000 millones de dólares para
ser utilizado a discreción del poder ejecutivo. No obstante, para
mediados de 2005, este fondo ya contaba con 7.500 millones de
dólares provenientes de fuentes no especificadas, probablemente
de Petróleos de Venezuela y del Banco Central, las únicas insti-
tuciones que tienen sumas de dinero tan importantes en su sis-
tema. El dinero, según Nelson Merentes, Ministro de Finanzas,
se utilizaría para “infraestructura” y proyectos sociales. La verdad
es que el dinero de este fondo se convirtió en un presupuesto
paralelo y está utilizándose sin ninguna transparencia ni necesi-
dad de aprobación legislativa. Esta situación deriva, casi
inevitablemente, en corrupción a gran escala. El Ministerio de
Finanzas estableció una meta para el fondo de 17.000 millones
de dólares a alcanzarse a fines de 2006.

En 2005, además, se creó un nuevo Banco del Tesoro para
recaudar algunos de los impuestos y derechos aduaneros que
normalmente recaudaría el Banco Central, el tesoro nacional, o
ambos. La decisión de crear este banco, según señala Manuel
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Suárez-Mier en un informe del Bank of America fechado el 12
de agosto de 2005, “garantiza virtualmente que cualquier seme-
janza con un banco central independiente en Venezuela se
desvanecerá y representa un mayor debilitamiento del panorama
institucional del país”15.

Pérdidas y quiebra en el Banco Central de Venezuela.
Miguel Octavio, editor de noticias financieras de BBO

Weekly, estima que las pérdidas totales del Banco Central de
Venezuela, sólo durante 2006, ascienden a casi 2.000 millones de
dólares, a causa de las operaciones crediticias de mercado abier-
to para reducir la liquidez monetaria. Esta liquidez, afirma
Octavio, se creó “sobre la base de reservas que ya no están en
manos del Banco Central. Por lo tanto, éste no recibe los sufi-
cientes retornos de sus inversiones para pagar todo el interés
devengado por estos instrumentos”16. Oscar García Mendoza,
banquero activo en Caracas, denunció el retiro de 6.000 millones
de dólares del Banco Central y afirmó que, técnicamente, la
medida dejó el banco en quiebra. El gobierno no repuso el
retiro, y es poco probable que lo haga en el futuro. García
Mendoza demandó al gobierno ante el Tribunal Superior de
Justicia exigiendo que el gobierno central compensara al banco
por el retiro, pero teme que el gobierno resolverá la situación
con una devaluación importante del Bolívar. De ser así, sostiene,
“Sería un robo (...) devaluar es robar”17.

Acuerdos favorables para bancos leales en la adquisición de bonos
latinoamericanos

Según el Financial Times, un selecto grupo de bancos priva-
dos venezolanos está beneficiándose de la adquisición de bonos
argentinos por parte del gobierno de su país, a expensas del
tesoro nacional18. El Financial Times entrevistó a analistas
económicos estadounidenses, quienes sostuvieron que “si bien
los beneficios para Argentina [el país vendedor] son innegables,
el gobierno venezolano no se beneficia de la misma manera, ya
que no es el gobierno el que acumula las ganancias, sino unos
pocos bancos privados”. Los dos bancos mencionados en el
informe son el Banco Occidental de Descuento y el Fondo
Común, propiedad de Victor Vargas y Victor Gil, miembros de
la nueva clase acaudalada que emergió bajo el paraguas de la re-
volución19. Ninguno de ellos respondió a los pedidos de comen-
tarios del Financial Times. Al revender bonos por valor de 100
millones de dólares, los bancos podrían ganar hasta 17 millones.
En el Daily Journal20, Carlos Ball, periodista y académico asocia-
do del Cato Institute, estimó que los bancos favoritos del go-
bierno podrían obtener hasta 607 millones de dólares de ganan-
cias si compraran los 2.400 millones de dólares en bonos
argentinos del gobierno venezolano para revenderlos, debido a
la diferencia entre el tipo de cambio oficial y el libre.

¿Adónde va el sector financiero venezolano con este desempeño?
Estas y otras irregularidades en la gestión de las finanzas

públicas por parte del gobierno de Chávez llevaron a José
Alejandro Rojas, Ministro de Finanzas durante los primeros años
de su gestión, a formular pronósticos desalentadores sobre el

futuro inmediato de la economía venezolana. Según Rojas, “La
crisis financiera puede  llegar, no como consecuencia de una
restricción monetaria sino de un exceso de liquidez. Parecería
que [para el gobierno venezolano] el camino de una economía de
mercado a una economía centralizada pasa por la destrucción del
sistema financiero actual”. Y agrega: “La política monetaria [de
Chávez] se basa en controles progresivos: controles del tipo de
cambio, control total sobre el uso de los fondos públicos, pre-
supuestos paralelos y un control estatal de la economía en
aumento, todo lo cual está generando un aumento excesivo de la
liquidez. A medida que aumenta la liquidez sin un crecimiento
real de la economía, el valor de la moneda se deteriora gradual-
mente. La pérdida de autonomía del Banco Central de Venezuela
y el desorden en la gestión de los recursos financieros por parte
del gobierno derivarán en una crisis financiera que podría elimi-
nar la banca privada y justificar la intervención estatal”21.

La corrupción florece en la revolución
La eliminación de la corrupción en el gobierno fue una de

las tres promesas electorales más importantes de Hugo Chávez
y, probablemente, la más decisiva para su triunfo. El sistema
bipartidista que había gobernado el país por cuatro décadas
había dejado que la corrupción se volviera sistémica y
“democrática”, en el sentido de que grandes sectores de la
población podían participar de ella. En su interacción con la
burocracia gubernamental, era poco lo que el ciudadano vene-
zolano promedio podía hacer sin tener que sobornar a alguien.
Sin soborno, la espera era intolerable. La corrupción se había
convertido en una forma de vida en la sociedad venezolana. Los
abundantes ingresos provenientes del petróleo y la democracia,
dos factores que deberían ser positivos, se habían combinado
para generar una mezcla sumamente perjudicial, que destruyó
los valores éticos de una gran porción de la población de
Venezuela.

El ingreso proveniente del petróleo debió haber sido una
bendición pero resultó una desgracia, debido a su drástico
aumento a partir de la década de 1970. La democracia debió
haber conducido al progreso, pero no del modo populista y
paternalista adoptado por los líderes políticos venezolanos
durante los últimos 40 años del siglo XX. Como consecuencia
de la combinación de los abundantes ingresos petroleros y el
populismo se incrementó la dependencia de los ciudadanos en el
estado benefactor. La generación de riqueza llevada a cabo por
las mayorías, característica principal de las sociedades desarro-
lladas, fue olvidada en favor de la distribución por parte del go-
bierno de los ingresos petroleros, una distribución en la cuál los
sectores de la sociedad leales al gobierno reciben las porciones
más suculentas.

Al principio, las riquezas derivadas del petróleo fueron tan
cuantiosas en comparación con la población relativamente
pequeña que, durante muchos años, el gobierno tuvo suficiente
dinero para mantener satisfecha a la mayoría de la población.
Con el paso del tiempo el aumento de la población y el
estancamiento de los ingresos petroleros produjo un incremen-
to de la insatisfacción popular. Al reducirse las porciones a

5

CATO  IN ST I TUTE ! WWW.ELCATO .ORG



repartir, un segmento cada vez más grande de la población se vio
excluido de la distribución de la riqueza derivada del petróleo.
En la década de 1990, los gobiernos comprendieron que era
necesario un cambio en los valores y actitudes sociales y que, por
sí solos, los ingresos relacionados con el petróleo no serían sufi-
cientes para impulsar la economía. En su segundo mandato
(1989–93), el presidente Pérez tenía plena conciencia de ello; sin
embargo, cuando intentó instaurar reformas económicas orien-
tadas a reducir el paternalismo gubernamental, se enfrentó con
una reacción popular violenta. No fue posible persuadir al país
a aceptar el fin del Estado paternalista. La reacción popular dió
paso al intento de golpe de estado de Chávez y, luego, a su triun-
fo electoral.

Chávez eligió la vía de menor resistencia. Vio lo ocurrido al
presidente Pérez y  sus intentos reformistas. No estaba dispuesto
a seguir ese camino por dos motivos: en primer lugar, porque
sabía que no tendría aceptación popular y, en segundo lugar,
porque no creía que ese era el camino correcto. En 1992, Chávez
se había rebelado violentamente contra los intentos de Pérez de
instaurar medidas de austeridad. Por lo tanto, trajo a su presi-
dencia ideas que compartían millones de venezolanos, que creían
firmemente que su país era muy rico y que la pobreza sólo existía
porque la riqueza petrolera permanecía en manos de unos pocos.
Bastaría con distribuirla mejor, pensaba Chávez, para que
Venezuela experimentara una verdadera revolución.

La distribución de la riqueza ha sido una constante de la
gestión de Chávez, al igual que el desinterés total por crear
riqueza nueva. Chávez ha tomado de quienes tenían, los ricos y
la clase media, para ofrecer dádivas a los que no tenían. Esto
derivó en un empobrecimiento progresivo del ciudadano
promedio, al tiempo que la estrategia basada en las limosnas ha
incrementado el nivel de corrupción en la sociedad venezolana.

Definición de la corrupción gubernamental
En el sentido más amplio, la corrupción gubernamental

puede definirse como la violación del interés público para obte-
ner beneficios personales o partidistas. Evidentemente, esta
definición amplia va más allá del simple robo de fondos públi-
cos e incluye el uso y abuso de poder político para consolidar ese
poder a fin de obtener jerarquía y riqueza material. Incluye tam-
bién los actos que desgastan los valores éticos de la sociedad
gobernada, aún si no está involucrada una pérdida material.

Según esta definición, los ocho años de la gestión de Chávez
han constituido un período de hipercorrupción, el cuál ha supe-
rado a todos los gobiernos anteriores tanto en la incidencia
como en la intensidad de la corrupción. La causas principales de
esta hipercorrupción son a) los ingresos por petróleo sin prece-
dentes obtenidos por el gobierno de Chávez en estos ocho años;
b) el muy mediocre equipo de gestión estructurado por Chávez;
c) la inclinación ideológica de Chávez, que lo ha llevado a des-
cuidar sus obligaciones como Presidente de todos los vene-
zolanos para intentar desempeñar un papel mesiánico en las rela-
ciones internacionales, y d) la creencia de Chávez de que el
camino que Venezuela debía seguir era el de la distribución del
ingreso derivado del petróleo en forma de dádivas directas, en

lugar de una política a más largo plazo de soluciones estruc-
turales para reducir la pobreza y mejorar la salud y la educación.

Tipología de la corrupción gubernamental en la
gestión de Chávez 

Para los fines de este análisis, resulta útil clasificar la co-
rrupción en el gobierno de Chávez en tres categorías principales:
la corrupción a gran escala, la burocrática y la sistémica.

La corrupción a gran escala.. Esta categoría cubre la co-
rrupción derivada de las grandes decisiones políticas tomadas en
los niveles más elevados del gobierno, en este caso el Presidente,
e incluye las siguientes instancias:

! La aceptación por parte de Chávez de contribuciones extran-
jeras para su campaña presidencial y durante su presidencia.
Durante 1998 y 1999, al menos un banco extranjero, el
BBVA de España, supuestamente aportó grandes
sumas de dinero a la campaña presidencial de Chávez
y, luego, a su presidencia. Emilio Ibarra, ex presidente
del banco, admitió haber autorizado dos depósitos,
uno por 525.000 dólares en 1998, al Maduro and
Curiel’s Bank NV, ubicado en Curacao, para una
empresa llamada Concertina NV (fundada por Luis
Miquilena, jefe de campaña de Chávez), y el otro por 1
millón de dólares, una vez electo Chávez, con el obje-
tivo de financiar las campañas de los seguidores de
Chávez para la Asamblea Constituyente22. En parte
debido a estas supuestas violaciones, Ibarra debía ser
juzgado en España a comienzos de 2006. La  fiscalía
pidió dos años de prisión. No se conoce la situación
actual del caso.
! Las violaciones a la Constitución de 1961 para convocar una
Asamblea Constituyente con poderes supraconstitucionales.
Estas violaciones tuvieron como consecuencia la di-
solución del Congreso Nacional electo democrática-
mente y de otras instituciones democráticas. Si bien
Chávez ganó elecciones transparentes a fines de 1998,
meses después procedió a desmantelar las principales
instituciones democráticas del país, con la complicidad
de la mayoría de los miembros de la Corte Suprema de
Justicia. En 1999, una Asamblea Constituyente,
integrada por sus simpatizantes y dotada de poderes
supraconstitucionales, disolvió inconstitucionalmente
el Congreso y otras instituciones democráticas y las
reemplazó por instituciones manejadas por funciona-
rios leales a Chávez. Se trató de un claro caso de co-
rrupción política y de un golpe de estado progresivo
que terminó con todas las instituciones políticas vene-
zolanas bajo el control del gobierno y eliminó todos
los equilibrios  y contrapesos efectivos. A partir de ese
momento, para todos los efectos prácticos, Venezuela
dejó de ser una democracia.
! Los gastos por hasta 17.000 millones de dólares en los últi-
mos cuatro años, en su mayoría para comprar armas y lealtades
políticas en todo el mundo. Durante los últimos cuatro
años, Hugo Chávez ha gastado mas de 4.000 millones
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de dólares en alocadas compras de armas en Rusia,
España y otros países, y prometió —y, en algunos
casos, desembolsó— grandes sumas de dinero que
entregó a países de América Latina y el Caribe a cam-
bio de promesas de lealtad política y apoyo al objetivo
de Chávez de obtener un puesto en el Consejo de
Seguridad de las Naciones Unidas. El 27 de enero de
2006, publiqué una estimación de esas erogaciones,
basada en datos del Centro de Investigación
Económica de Caracas, la cuál ascendía a 17.000 mi-
llones de dólares23, controlados directamente por
Chávez. Este gasto incluía planes para la construcción
de refinerías en varios países de América Latina y
donaciones a gobiernos políticamente afines, como los
30 millones de dólares que Chávez otorgó al presi-
dente electo en Bolivia, Evo Morales, en ocasión de su
visita a Caracas en enero de 2006. Este enorme desem-
bolso se realizó sin consultar al pueblo de Venezuela.
La corrupción burocrática. Esta categoría incluye las vio-

laciones a las leyes, normas y reglamentos por parte de emplea-
dos del gobierno o de cómplices no gubernamentales. Este tipo
de corrupción abarca  casos de extorsión, soborno, el robo de
fondos públicos, el abuso de poder político, el nepotismo y
muchas otras variantes de usos ilegales o inescrupulosos de
activos públicos para beneficio privado. Dado el gigantesco vo-
lumen de los ingresos provenientes del petróleo en los últimos
ocho años y la ausencia casi total de controles gubernamentales
adecuados, la corrupción burocrática aumentó de manera ver-
tiginosa durante la gestión de Chávez. A continuación, se
describen algunas de sus manifestaciones más sobresalientes.

! Las adquisiciones públicas se realizan directamente, sin seguir
las normativas de licitación vigentes. La ley que regula la
adquisición de bienes y servicios por parte del gobier-
no venezolano indica que todas las adquisiciones
deberían respetar procedimientos de licitación adecua-
dos, excepto en casos de emergencia nacional, estado
que sólo puede ser declarado por el Gabinete
Ejecutivo o por la Contraloría General. Transparencia
Internacional ha señalado que las deficiencias en los
procedimientos de licitación, o directamente la ausen-
cia de estos procedimientos, constituyen las principales
causas de corrupción en los países del tercer mundo.
Algunas organizaciones multilaterales, como el Banco
Mundial y el Banco Interamericano de Desarrollo, han
establecido procedimientos estrictos a fin de garantizar
que todos los proyectos en los que participan
financieramente se realicen de acuerdo a prácticas de
licitación adecuadas. No obstante, el gobierno vene-
zolano, en especial durante los últimos tres o cuatro
años, prácticamente ha eliminado las licitaciones en las
adquisiciones del sector público. De acuerdo con el
capítulo venezolano de Transparencia Internacional,
de todos los contratos públicos conocidos, 95% se ce-
lebran sin licitación previa24.

En el estado Carabobo, por mencionar sólo un

ejemplo, el gobernador actual Luis Acosta Carlez ha
admitido abiertamente haber otorgado 800 contratos
no licitados, por un valor de decenas de millones de
dólares25. En todos los casos, el gobernador alegó
haber trabajado en situaciones de emergencia, que eran
cuestionables o que no estaban definidas como tales
por las autoridades correspondientes, como estipula la
ley.

Lo que está ocurriendo en el estado Carabobo se
repite en todo el país y en todos los sectores del go-
bierno. El total abandono de los procedimientos
administrativos adecuados se debe a dos factores prin-
cipales: a la indiferencia o ignorancia de la ley por parte
de los burócratas y a la certeza de que no habrá san-
ciones. Aunque es imposible cuantificar el daño
financiero que sufre la nación a causa de estos proce-
dimientos desordenados, no existe duda que el  nivel
de corrupción relacionado con esta manera de llevar a
cabo las adquisiciones en el sector público es
extremadamente elevado.
! Los programas sociales llevados a cabo por las fuerzas
armadas entre 2000 y 2002. Poco tiempo después de lle-
gar al poder, Chávez estableció un programa llamado
Bolívar 2000, administrado por las fuerzas armadas y
destinado al trabajo social. Conceptualmente, era ade-
cuado: se basaba en el hecho de que Venezuela tenía
una enorme —y, en gran medida, ociosa— fuerza mi-
litar, que sólo parecía entrar en actividad durante los
desfiles militares anuales del 5 y del 24 de julio. ¿Por
qué no poner a las fuerzas armadas a trabajar en pro-
gramas sociales para mejorar la situación de los pobres
de Venezuela? Para la mayoría de los venezolanos,
parecía una buena idea.

Sin embargo, de acuerdo con el periodista Agustín
Beroes, la implementación del programa no fue
buena26. El programa Bolívar 2000 estuvo a cargo del
Comandante General del Ejercito Víctor Cruz Weffer
y recibió recursos por aproximadamente 300 millones
de dólares. Luego de sólo un año, el programa fue can-
celado por la corrupción y el derroche incontrolables,
manifiestos en la falta de rendición del gasto de cerca
de 150 millones de dólares. Los mecanismos de co-
rrupción más frecuentes del programa eran, entre
otros, las facturas falsas y los contratos con provee-
dores inexistentes. Cuando el Contralor General
Eduardo Roche trató de investigar a fondo, fue reem-
plazado por Clodobaldo Russian, quien aún per-
manece en ese puesto, cinco años después.
Paralelamente a este programa fallido se inició otro,
llamado Fondo Único Social (FUS), dirigido por el
Comandante William Fariñas, otro de los oficiales que
conspiraron junto a Chávez en el fracasado golpe de
1992. Este programa recibió cerca de 400 millones de
dólares del gobierno y estaba destinado a subsidiar la
atención médica, la vivienda y la educación.
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Básicamente, el FUS era un típico programa de sub-
sidios directos orquestado sin una planificación ri-
gurosa. El FUS entregó 500.000 dólares a una organi-
zación administrada por la esposa del chofer del
Comandante Fariñas, Horacio Pérez. De acuerdo con
las estimaciones de Beroes, las irregularidades rela-
cionadas con este programa costaron cerca de 30 mi-
llones de dólares.
! La adquisición del avión presidencial. Durante una visita
al Oriente Medio en 2001, Chávez tuvo la oportunidad
de volar en un Airbus 319, propiedad de un miembro
de la familia real de Qatar. Una vez de vuelta en
Venezuela, declaró que quería uno igual. En lo que
constituyó una clara violación del artículo 314 de la
constitución de Venezuela y de la ley que regula el
gasto público, se adquirió el avión, un A319-133X,
por un valor superior a los 65 millones de dólares, para
el cuál no existían asignaciones presupuestarias27.
! La “dulce” en el complejo agroindustrial Ezequiel Zamora.
Un significativo caso de corrupción ha aflorado desde
2004 en el complejo agroindustrial Ezequiel Zamora,
situado en Barinas, el estado donde nació Chávez. La
Asamblea Nacional, a diferencia de lo que suele hacer,
tomó la decisión de investigar el caso luego de una
acusación pública realizada por el periodista Eleazar
Díaz Rangel, quién es un simpatizante del gobierno de
Chávez. A raíz de la investigación, el Ministro de
Agricultura Antonio Albarrán; el director del comple-
jo azucarero, General del Ejército Delfín Gómez; y 17
miembros de las fuerzas armadas implicados en el
proyecto fueron enviados a cortes criminales. La
Asamblea Nacional acusó al grupo de tomar cerca de
1,3 millones de dólares de los fondos de la planta
procesadora de azúcar, la cuál cuenta con la asesoría de
asesores cubanos28. El caso aún no está cerrado. De
acuerdo con otra fuente, el 62do Regimiento de
Ingenieros ha sido acusado de malgastar 1.500 mi-
llones de dólares de los 2.600 millones asignados al
complejo29. Esto tampoco ha sido resuelto aún. El
ministro Albarrán se hizo responsable de la negligen-
cia de no haber revelado estos hechos cuando supo de
su existencia, el 23 de septiembre de 2005. De acuerdo
con lo que admitió, ocultó la información porque el
país se encontraba en mitad de un proceso de elec-
ciones parlamentarias y la publicación de los datos
habría creado un escándalo perjudicial para el gobier-
no de Chávez.
! La corrupción en el Tribunal Supremo de Justicia. A
comienzos de 200630, el Tribunal Supremo de Justicia
se vio envuelto en un escándalo que mantuvo en vilo a
la nación por un breve lapso de tiempo (ningún escán-
dalo de corrupción dura más que una o dos semanas
en la prensa venezolana, ya que no tarda en ser reem-
plazado por uno nuevo). El Ministro del Interior, Jesse
Chacón, acusó de corrupción a uno de los principales

miembros del tribunal, Luis Velásquez Alvaray.
Algunos observadores han pensado que esta acusación
pudiera ser una maniobra política destinada a eliminar
a un miembro prominente de una de las facciones del
gobierno. Chacón acusó a Velásquez Alvaray de
malversar importantes sumas de dinero a partir de
comisiones y sobreprecios en la adquisición de bienes
raíces para el tribunal.

Sorprendentemente, Velásquez Alvaray contraa-
tacó y acusó al vicepresidente Rangel, al ministro
Chacón y al presidente de la Asamblea Nacional,
Nicolás Maduro, de dirigir un extenso grupo criminal
judicial, conocido como “la Banda de los Enanos”. De
acuerdo con Velásquez Alvaray, este grupo operaría
principalmente para proteger a traficantes de drogas.
Además de señalar a estos tres importantes funciona-
rios, Velásquez Alvaray también acusó al hermano del
ministro Chacón, el banquero Arné Chacón, de pre-
sionarlo para que el sistema judicial depositara fondos
en su banco. También acusó a algunos de sus colegas
en el Tribunal Supremo de Justicia de estar conectados
con el narcotráfico. Estas acusaciones aún no han sido
comprobadas. De acuerdo con algunas versiones,
Velásquez Alvaray se encuentra actualmente en
Madrid, España.
! El acuerdo de suministro de petróleo firmado con Cuba, una
pérdida gigantesca para la nación. Uno de los ejemplos más
perjudiciales de la corrupción económica y política del
gobierno de Chávez es el acuerdo de suministro de
petróleo a Cuba31. Fidel Castro y Hugo Chávez fir-
maron este “convenio integral de cooperación” en La
Habana, en octubre de 2000. El acuerdo compromete
a Venezuela a suministrar hidrocarburos venezolanos a
Cuba durante 15 años, empezando con 53.000 barriles
diarios, volumen que se aumentó a 90.000 barriles dia-
rios a partir de diciembre de 2004.

Muchas características de este acuerdo de sumi-
nistro de petróleo son irregulares y muy perjudiciales
para la nación venezolana: en primer lugar, la forma de
pago, que incluye un financiamiento a 15 años, a 2% de
interés, de 25% del volumen, es un regalo para Cuba
que en base a los precios actuales del petróleo puede
estimarse en unos 400 millones de dólares al año; en
segundo lugar, las demoras de Cuba en los pagos o su
decisión de no pagar deberían haber motivado una
interrupción del suministro, lo cuál no ha ocurrido.
Esto constituye negligencia burocrática de parte del
gobierno venezolano y, como consecuencia, cerca de
1.300 millones de dólares al año se están cobrando con
retrasos o no se están cobrando. Por último, el con-
sumo de hidrocarburos de Cuba probablemente sea
menor al declarado. Existen indicios para pensar que
Cuba está reexportando parte del petróleo que le su-
ministra Venezuela, y es posible que exporte hasta
25.000 barriles por día. De acuerdo con los precios
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actuales, eso representaría una pérdida de 500 millones
de dólares al año más para la nación venezolana.

En total, por lo tanto, Venezuela le está entregan-
do a Cuba un subsidio anual que oscila  entre los 2.200
y 2.300 millones de dólares, una cantidad enorme, muy
necesaria para que Venezuela pueda mejorar la calidad
de vida de sus ciudadanos.
! La corrupción en el Consejo Nacional Electoral. El desem-
peño del Consejo Nacional Electoral venezolano, con-
trolado políticamente por Chávez, ha generado gran
desconfianza entre los ciudadanos. A raíz de esta
desconfianza, en diciembre de 2005, 75% de las per-
sonas habilitadas para votar, de acuerdo con cifras ofi-
ciales, se abstuvieron de hacerlo en la elección de
miembros para la Asamblea Nacional. De acuerdo con
las cifras de la oposición, la abstención fue de 85%. Las
razones detrás de esta desconfianza generalizada son
varias: primero, todos los miembros del consejo son
seguidores de Chávez, con excepción de uno. Eso
implica que las decisiones tomadas por este cuerpo
siempre han favorecido los intereses del gobierno.
Hasta hace algunos meses, el presidente del consejo,
Jorge Rodríguez, se desempeñaba como asesor del
candidato a las elecciones presidenciales peruanas
Ollanta Humala, sin haber dejado su cargo en el
Consejo Nacional Electoral. Segundo, la designación
de estos miembros no se realizó de acuerdo con pro-
cedimientos constitucionales adecuados.

Tercero, existen informes de observadores inter-
nacionales (la Organización de Estados Americanos, la
Unión Europea y el Congreso de España) sobre las
dos últimas elecciones, en 2004 y en 2005, que con-
cluyen que las actividades del Consejo Nacional
Electoral carecen de transparencia. Cuarto, el Registro
Electoral está considerablemente adulterado. De
acuerdo con el Consejo, el registro incluye cerca de 17
millones de votantes, cifra poco factible desde un
punto de vista estadístico, ya que Venezuela tiene una
población de 26 millones de habitantes, de los cuales
60% o más son demasiado jóvenes para votar. Por lo
tanto, se supone que se han entregado ciudadanías
venezolanas a millones de extranjeros en muy poco
tiempo, a fin de inflar el registro, que en los últimos
dos años ha crecido a un ritmo entre 8 y 10 veces más
acelerado que el habitual. Gustavo Adolfo Fabregat,
un experto en sistemas informáticos, uruguayo de 57
años de edad, con residencia en Carolina del Sur, ha
realizado un análisis del padrón electoral de Venezuela
y describió algunas de las muchas irregularidades, tales
como la existencia de 39.000 votantes mayores de 100
años32. Esa cantidad de personas dentro de ese grupo
etario equivale a la existente en Estados Unidos, donde
la población es 10 veces mayor. De esas 39.000 per-
sonas, 17.000 nacieron en el siglo XIX, ¡y una tiene 175
años de edad y sigue trabajando! 19.000 votantes com-

parten día y año de nacimiento en el estado Zulia. Hay
miles de personas que viven en la misma dirección. La
lectura de estos datos resultaría divertida si no reflejara
algo tan trágico.

Quinto, las máquinas de votación utilizadas en las
elecciones pertenecen a una empresa que supuesta-
mente mantuvo relaciones con el gobierno hasta que el
Miami Herald denunció lo que percibió como un con-
flicto de interés33. La empresa propietaria de las
máquinas, Smartmatic, fue fundada en 2000. Existen
informes que relacionan a los propietarios de la empre-
sa con Chávez y con miembros de su gobierno34. Sin
embargo, tanto Smartmatic como el gobierno de
Venezuela niegan que la empresa haya tenido algún
tipo de relación con la administración de Chávez. La
empresa recibió, sin licitación previa, un contrato del
gobierno por 100 millones de dólares en 2004, unos
pocos meses antes del referéndum presidencial que se
realizó en agosto de 2004 en Venezuela, la primera
ocasión en la que se utilizaron las máquinas. Los resul-
tados de ese referéndum fueron cuestionados por la
oposición, pero el Centro Carter y la OEA los ratifi-
caron35.

Además de estas irregularidades, el gobierno de
Chávez generó dos listas de votantes contra los que
tomaría represalias: la primera, una lista de los que
habían pedido el referéndum contra el presidente, la
Lista Tascón, así llamada en referencia a Luis Tascón,
un seguidor de Chávez en la Asamblea Nacional encar-
gado de compilarla; la segunda, una lista de aquellos
que, de hecho, habían votado a favor de terminar el
mandato, llamada Lista Maisanta, en referencia al
abuelo de Hugo Chávez, un caudillo venezolano
menor del siglo XIX, a quien Chávez transformó en
uno de los íconos de su revolución. En repetidas oca-
siones, Chávez amenazó por televisión a aquellos ciu-
dadanos que habían votado en su contra en el referén-
dum y permitió que las listas se utilizaran para despedir
a muchos venezolanos de sus trabajos, para negarles
documentos de identidad y, en general, para tratarlos
como ciudadanos de segunda. Este “apartheid” sigue
vigente en Venezuela, y muchos venezolanos han emi-
grado a causa de la persecución que han sufrido por
sus ideas políticas. En abril de 2006, un magistrado
venezolano del Tribunal Supremo de Justicia viajó a
Estados Unidos para realizar una gira en media doce-
na de ciudades y hablar acerca de la “maravillosa” re-
volución de Hugo Chávez. Durante la charla que dio
en Washington, en la facultad de derecho de la
American University, se refirió a cómo el gobierno re-
volucionario de Chávez había incluido a todos los
venezolanos. De inmediato, sus palabras fueron cues-
tionadas por varios jóvenes venezolanos de la audien-
cia, incluida una abogada que había perdido su trabajo
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en Venezuela por firmar la petición para realizar el
referéndum presidencial36.
! La corrupción en la empresa petrolera estatal, Petróleos de
Venezuela. La corrupción en la principal empresa
estatal de Venezuela se manifiesta de muchas maneras,
tales como la designación de seis juntas directivas en
los últimos siete años, en un intento de controlar a la
empresa políticamente. Esa rotación hizo añicos la
continuidad y la coherencia de la gestión y práctica-
mente destruyó la capacidad de la empresa para
preparar e implementar planes estratégicos. Como
consecuencia, el plan de seis años de la empresa es el
mismo que se preparó antes de que Chávez asumiera
el poder, un plan que hace seis años espera ser puesto
en marcha. De haberse ejecutado en el momento opor-
tuno, la empresa estaría produciendo cerca de 5 mi-
llones de barriles de petróleo por día. Sin embargo,
actualmente produce sólo cerca de 2,7 millones.

A eso debemos sumar el hecho que el Ministro de
Energía y Petróleo también es el presidente de la
empresa, algo que quizás no sólo representa una vio-
lación de las leyes del país, sino también un grave error
estratégico, ya que la organización ahora está siendo
dirigida y controlada por la misma persona. También
puede tomarse como evidencia el hecho de que
Chávez despidió en 2002 en un programa de televisión
a casi 20.000 miembros del personal técnico y admi-
nistrativo, violando abiertamente las leyes laborales de
Venezuela. Ese despido masivo disminuyó la eficiencia
operativa de la empresa. En los últimos tres años, no
sólo se registró una disminución sostenida de la pro-
ducción; también aumentó dramáticamente la cantidad
de problemas operacionales en las refinerías, así como
los derrames de petróleo, accidentes industriales e
interrupciones generalizadas en el funcionamiento
normal de la empresa. Además, la comercialización
internacional de petróleo de Venezuela cayó en manos
de corredores e intermediarios, en lugar de ser admi-
nistrada por el departamento de comercialización de la
empresa. Esos corredores tienen frecuentemente
conexiones políticas con el gobierno de Chávez y sir-
ven de intermediarios entre los clientes y la empresa
cobrando importantes comisiones en perjuicio del
ingreso nacional37.

Chávez ha utilizado de manera sistemática el
petróleo para comprar lealtades. En noviembre de
2005, ordenó a la filial estadounidense de Petróleos de
Venezuela, CITGO, que distribuyera combustible sub-
sidiado entre las comunidades “pobres” de varios esta-
dos dentro de Estados Unidos, con el fin de hacer
propaganda política. Estos subsidios son absorbidos
por CITGO, pero una parte sustancial del costo, de
hecho, es pagada por el gobierno estadounidense, a
través de las deducciones impositivas. El gobierno de
Chávez también envía miles de barriles de petróleo por

día a los países del Caribe, esencialmente a cambio de
lealtad política. El mecanismo de pago habilitado por
el gobierno de Chávez permite el intercambio de
petróleo por productos agrícolas, como bananas y
legumbres. Inevitablemente, esto representará
enormes pérdidas para Venezuela.

Por último, el gobierno de Chávez parece haber
entregado a China, en términos que los venezolanos
desconocen, las licencias del Centro Nacional de
Investigación para que China produzca la Orimulsión,
una emulsión de crudo extrapesado y agua que com-
pite favorablemente con el carbón en tareas industria-
les y de calefacción. Este espectro de irregularidades,
todas altamente perjudiciales para el país, son resulta-
do de la politización de la empresa petrolera estatal de
Venezuela.
Corrupción sistémica: la interfase entre el gobierno y

el sector privado. Además de la corrupción burocrática, que
constituye el mayor componente de la corrupción del gobierno
de Chávez, existe una tercera categoría que se refiere a la inte-
racción del estado y los agentes privados en un sistema social
contaminado. Este tipo de corrupción puede manifestarse en
grandes sumas de dinero o en pequeños favores, ambos hechos
cualitativamente idénticos. El término “corrupción menor”,
aunque a veces se utiliza, tiende a ser engañoso, ya que sugiere
que hay transacciones que son “más corruptas” que otras
porque involucran mayores sumas de dinero. La corrupción
sistémica incluye el contacto entre funcionarios públicos y
piratas del sector privado que desean hacer negocios en perjuicio
del bien público, además de los sobornos, la extorsión y la uti-
lización ilegal de fondos públicos para obtener ganancias per-
sonales. Este tipo de corrupción se ha magnificado durante el
mandato de Chávez, fomentada por el enorme gasto público y
la política de dádivas que favorece el gobierno. Los siguientes
son algunos de los ejemplos más notorios:

! El surgimiento de una clase de “nuevos ricos revolucionarios”.
La gran cantidad de ingresos provenientes del petróleo
utilizados a discreción del gobierno ha creado lo que
El Nuevo Herald y el New York Times han bautizado
como una  clase de “ nuevos ricos revolucionarios”38.
De acuerdo con estos informes, en el país se ha crea-
do una nueva burguesía. El informe de El Nuevo Herald
dice: “Conducen automóviles nuevos y relucientes
como Hummers y Audis; usan fabulosos relojes
Cartier y llevan bolsos Montblanc. Compran aparta-
mentos lujosos y vuelan a Miami en aviones privados.
Y casi siempre pagan en efectivo.” Estas riquezas
repentinas, dice el economista José Guerra en El Nuevo
Herald, “sólo pueden explicarse por la estrecha cone-
xión que tienen estas personas con el gobierno.” Uno
de los principales ejemplos de esta nueva clase de ricos
que creció tan abruptamente es Wilmer Ruperti, adju-
dicatario de una gran cantidad de contratos de la
petrolera estatal. Ruperti ha sido investigado, tanto en
Venezuela como en Estados Unidos, por algunas de
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sus transacciones con Petróleos de Venezuela y con
CITGO, pero las investigaciones no pudieron com-
probar nada. El año pasado, Ruperti compró en
Christie dos pistolas que pertenecieron a Simón
Bolívar, por 1,6 millones de dólares, como regalo para
el gobierno. Un empleado de uno de las tiendas
Montblanc de Caracas declaró a El Nuevo Herald que
sus clientes, en especial los militares, sólo pagan en
efectivo.
! Las empresas privadas controladas por el gobierno. Cuando
los funcionarios públicos son dueños de una empresa
y lo ocultan trabajando mediante intermediarios priva-
dos, la corrupción puede llegar a niveles muy altos.
Kenneth Rijock, un analista financiero que trabaja para
oficinas gubernamentales que controlan el cumpli-
miento de la ley y quien cumpliera una condena en
prisión por lavado de dinero, advierte que las empresas
controladas por el gobierno se han multiplicado
durante el mandato de Chávez, en especial aquellas
empresas que producen y distribuyen alimentos39. La
mayor organización agrocomercial que controlan los
funcionarios públicos, dice, es el grupo PROAREPA,
el principal proveedor de alimento para los programas
de asistencia del gobierno. De acuerdo con Rijock,
PROAREPA está formado por una gran cantidad de
empresas, tales como Almacenes y Transportes de
Cereales, que, “según rumores, pertenece al hermano
de Chávez, Adán”. La nómina de directivos de
PROAREPA, dice Rijock, incluye a Ricardo Fernández
Barrueco, amigo cercano de funcionarios públicos de
alto nivel y de algunos parientes del presidente Chávez.
De acuerdo con Rijock, Fernández fue investigado por
delitos relacionados con las aduanas y hace negocios
con la organización gubernamental de distribución de
comida, PROAL. No obstante, la investigación fue
finalizada en febrero de 2001, por razones no reve-
ladas. Rijock también menciona el sector de la comida
de mar como otro de los que permiten este tipo de
negocio.

El Nuevo País, un periódico venezolano, ha infor-
mado que en agosto de 2005, Arné Chacón (hermano
del Ministro del Interior Jesse Chacón) realizó una
oferta de 10 millones de dólares para comprar INDU-
LAC, una enorme empresa de procesamiento de
lácteos en el oeste de Venezuela40. La pregunta que se
hacía Patricia Poleo, la periodista a cargo del informe,
era: “¿De dónde saca el Sr. Chacón, un teniente de fra-
gata retirado, los 10 millones de dólares  necesarios
para comprar esta empresa?”

Juan Carlos Zapata, editor de Descifrado, una pu-
blicación Venezolana, ha escrito un informe de carác-
ter más general en el que describe la nueva estructura
de poder que rodea al gobierno de Chávez41. A partir
de este análisis, una cosa queda clara: en Venezuela en
los últimos ocho años, la revolución ha tenido más

éxito en crear una clase instantánea de nuevos ricos
que en solucionar los problemas de pobreza de la
inmensa mayoría de los venezolanos. La situación
actual se parece notablemente a la coyuntura petrolera
de los años setenta, con la excepción de que ahora hay
más dinero y, por lo tanto, más derroche.

De acuerdo con Zapata, con Chávez está nacien-
do una nueva burguesía “revolucionaria”. Sin embar-
go, este grupo está lejos de ser verdaderamente re-
volucionario. Con el paso del tiempo, tenderá a acer-
carse más y más al capital internacional y no hay
mucho que Chávez pueda hacer para evitarlo. ¿Qué
pasará entonces?, se pregunta Zapata. La “revolución”,
argumenta el editor, solo servirá para reemplazar a una
clase dominante en términos financieros por otra. La
lealtad política y la ideología serán sacrificadas en pos
de la búsqueda de riquezas. En su detallado informe
Zapata enumera los nombres de algunos de los miem-
bros de esta nueva aristocracia financiera.

Un artículo de The Economist publicado al mismo
tiempo que el de Zapata informa que el hermano del
Ministro del Interior Jesse Chacón estuvo “haciendo
lobby para un banco”, el que terminó comprando sin
realmente pagar por el y el cual podría haber sido la
fuente de los 10 millones de dólares que luego ofreció
por INDULAC42.

El analista Kenneth Rijock sostiene que el gobier-
no de Chávez está llevando a cabo “una enorme
operación de lavado de dinero” para transferir al
extranjero los ingresos provenientes de la abundancia
petrolera, para el beneficio de los principales miem-
bros del gobierno43. De acuerdo con  Rijock, está
operación está diseñada en base a estratagemas simi-
lares utilizadas por Fidel Castro. Sostiene que los
mecanismos de transferencia incluyen el movimiento
del dinero a través de bancos suizos y la posible
adquisición de uno de esos bancos con esos propó-
sitos.
! El caso de la abogada personal de Hugo Chávez,  Esther
Bigott de Loaiza, y sus honorarios de 18 millones de dólares.
Esther Bigott de Loaiza fue por algún tiempo la abo-
gada personal de Hugo Chávez. Desde ese cargo hizo
excelentes contactos y obtuvo importantes contratos
de las agencias gubernamentales. Uno en particular
causó bastante escándalo, producto de una decisión
bastante perjudicial de la abogada del gobierno,
Marisol Plaza, que, de acuerdo al gobierno, aceptó
accidentalmente como válidos unos pagarés, conoci-
dos como los Bonos de Bandagro, en referencia al
banco que los había emitido en 1981. Algunos de estos
bonos, por valor de 100 millones de dólares, están
desde 2004 en poder de Skye Ventures, una empresa
de inversiones con sede en Ohio, controlada por
David Richard, que ha demandado al gobierno de
Chávez por el pago del capital más el interés44. De
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acuerdo con algunos documentos de la corte de Nueva
York, el gobierno contrató a la abogada Biggot de
Loaiza y, supuestamente, le pagó honorarios por 18
millones de dólares para que defendiera al país contra
esta acción judicial. Por lo visto, ese dinero fue deposi-
tado en la sucursal de Nueva York de un banco esta-
dounidense, con autorización del Ministro de Finanzas
Nelson Merentes. Aparentemente, ese dinero también
debería haber cubierto el pago de una abogada de
Estados Unidos llamada Claudia Silvestre. Sin embar-
go, Silvestre sostiene que nunca recibió el pago de sus
honorarios. Trató en vano de conseguir su dinero,
cerca de 2,6 millones de dólares, mediante una acción
judicial contra Bigott de Loaiza en la Corte Suprema
de Nueva York, pero la corte se declaró incompetente,
por falta de jurisdicción, para otorgarle el desagravio.
Esa demanda fue la razón por la que se hizo público el
pago de 18 millones de dólares a Bigott de Loaiza,
quien ha negado haber recibido esa suma.
! El tráfico de drogas: Venezuela como una “puerta al cielo”,
gracias a la ausencia de controles en las fronteras. El periódi-
co de Caracas El Universal, cita el Informe Anual sobre la
Estrategia de Control Internacional de Narcóticos de 2006:
“La abundante corrupción y las deficiencias del sis-
tema judicial son las principales razones detrás del
papel que Venezuela está cumpliendo, como punto
clave de tránsito para las drogas que abandonan
Colombia hacia los Estados Unidos. Las guerrillas
colombianas, las FARC, el ELN y las Autodefensas de
Colombia, se mueven con total libertad por Venezuela,
y las autoridades no hacen nada para evitarlo”45.

La actitud del gobierno ha sido ambigua; por un
lado, ha emprendido algunas iniciativas para combatir
el tráfico de drogas; por el otro, se ha negado a extra-
ditar a supuestos traficantes e incluso ha liberado a
algunos de ellos, como según informaciones ocurrió
con Mateo Holguín Ovalle en marzo de 2006. Un
informe de Andy Webb-Vidal para Jane’s Intelligence
Review de mayo de 2006, afirma que las operaciones de
tráfico de cocaína están desplazándose hacia
Venezuela, y advierte que los decomisos de droga se
han acrecentado notablemente en los últimos años: de
2,7 toneladas en 1995 a casi 60 toneladas en 200546.
Los decomisos, de acuerdo con las estimaciones de las
autoridades, representan sólo cerca de 10% del tráfico
de drogas.

Uno de los operativos de drogas más recientes
con origen en Venezuela tuvo lugar en el estado de
Campeche, México, donde las autoridades capturaron
un DC-9 y un jet Falcon. En el DC-9 había 5,5
toneladas de cocaína. La creciente industria de drogas
en Venezuela, aparentemente, mantiene estrechas rela-
ciones con miembros de alto nivel de la Guardia
Nacional de Venezuela. El informe indica que varios
generales de esta fuerza, como Alex Maneiro, Frank

Morgado y otros tres oficiales más, no habían podido
obtener visas estadounidenses a causa de su supuesta
relación con el tráfico de drogas. Los venezolanos, dice
Web-Vidal, “se están integrando más en la cadena de
distribución, en lugar de actuar como mensajeros”. Un
ex miembro de las FARC, citado por Webb-Vidal, dice
que durante el período en el que se desempeñó en
Venezuela en tareas relacionadas con el tráfico de dro-
gas, las FARC pasaban por Venezuela cerca de 30
toneladas de cocaína (que valen cerca de 750 millones
de dólares en Miami), año tras año. El informe tam-
bién sostiene que supuestos traficantes de drogas de
origen colombiano viven en Venezuela, incluidos
Diego Montoya Sánchez, Wilber Varela Fajardo, Juan
Carlos Ramírez y Salomón Camacho Mora. Es difícil
creer que el aumento del tráfico de drogas en
Venezuela no aumentará  la corrupción entre los
burócratas del gobierno y en el ejército.
! Corrupción en el segundo y el tercer nivel de la burocracia
gubernamental. Uno de los indicios más reveladores de la
corrupción se manifiesta cuando los funcionarios
viven mas allá de sus ingresos. En la Venezuela de
Chávez, donde los salarios de los ministros rondan los
5.000 dólares mensuales, y los de los burócratas de alto
nivel sólo están entre los 3.000 y los 4.000 dólares
mensuales, el estilo de vida que llevan los burócratas de
menor nivel parece más cercano a ingresos del orden
de los 15.000 dólares al mes. Bienes de lujo, como
autos y aviones privados, se compran en cantidades
nunca vistas; el whisky escocés de 18 años es la bebida
más popular; y los almuerzos de trabajo suelen durar
entre tres y cuatro horas, y cuestan cerca de 100
dólares por persona. Como ya se mencionó, la mayoría
de estas transacciones se pagan casi siempre en efecti-
vo.

Un análisis superficial de las adquisiciones de
bienes raíces en Florida revela nombres conocidos en
la escena burocrática venezolana. Un informe reciente
de Exceso, una revista venezolana47, hace públicos va-
rios ejemplos de las casas y los condominios de
Caracas en los que viven los miembros del gobierno de
Chávez, un tipo de vivienda que es muy costoso para
los estándares venezolanos y que, definitivamente, está
por encima del alcance de burócratas con salarios rela-
tivamente modestos.
! Las dificultades del ciudadano común. En esta salvaje ca-
rrera colectiva en pos del botín del petróleo, en la que
unos pocos poderosos se apoderan de la mayoría de las
ganancias, el ciudadano común de Venezuela llega
siempre tarde. Siempre tendrá que hacer cola para
recibir su pobre porción. Un trabajo modesto en un
organismo estatal implica lealtad total al gobierno, una
pequeña beca para un hijo precisa de meses de ruegos
y peticiones. Obtener un pasaporte o un documento
de identidad, a menudo significa levantarse a las 4 de la
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mañana durante varios días para ponerse en la cola con
cientos de personas más, con la esperanza de que los
pasaportes hayan llegado y de que la persona a cargo
tenga un buen día. El pago de impuestos o incluso de
facturas de electricidad requiere paciencia y horas de
espera. Todo esto constituye un terreno fértil para la
corrupción. Como los venezolanos tienen que estu-
diar o trabajar, no pueden perder tiempo, y la mayoría
termina por sobornar a los burócratas o aceptar una
extorsión. Casi todas las transacciones burocráticas
requieren que se realicen pagos adicionales.

El país también se ve muy afectado por los pro-
blemas de infraestructura, en especial en relación con
las autopistas y la electricidad. La cantidad de apagones
importantes aumentó de 49 en 2004 a 80 en 2005, y los
puentes y las autopistas principales necesitan repara-
ciones sustanciales48. De hecho, el puente principal de
la autopista que conecta Caracas con el aeropuerto
internacional se derrumbó a comienzos de 2006, y
cerca de 40.000 vehículos tienen que utilizar una
trocha provisional, que parece haberse vuelto perma-
nente. Otro ejemplo de la poca atención que se presta
a funciones gubernamentales básicas es la de recolec-
ción de residuos, que en las ciudades y pueblos del país
suelen quedar tirados sin que nadie los recoja.

El índice de criminalidad ha transformado  a
Venezuela en uno de los países más peligrosos del
mundo. Un resumen estadístico de fuentes como
Latinobarómetro, el Banco Interamericano de
Desarrollo, PROVEA (un grupo relacionado con los
derechos humanos, con sede en Caracas) y otras orga-
nizaciones muestra que, durante el período que va de
1998 a 2005, los homicidios en Venezuela crecieron
128%; las muertes violentas, 74%; las muertes por
armas de fuego, 36%; los secuestros, 426%; y los
índices de homicidios de Caracas se ubicaron como los
segundos más altos de América del Sur, después de los
de Recife, Brasil49.

El comportamiento de Chávez en tareas  de anti-
corrupción: Promesas rotas y políticas fallidas 
Ocho años es tiempo más que suficiente para analizar las

promesas electorales de Chávez y la efectividad de las políticas
de anticorrupción de su gobierno. Éste análisis puede llevarse a
cabo utilizando medidas internacionales objetivas, como el Índice
de Percepción de la Corrupción elaborado todos los años por
Transparencia Internacional y otros índices que evalúan la liber-
tad económica y la calidad de la gobernabilidad, como el
informe anual Economic Freedom of the World, publicado por Fraser
Institute, y el Índice de Desarrollo Humano de las Naciones Unidas.
También vale la pena realizar una comparación más subjetiva y
empírica entre lo que el gobierno de Hugo Chávez dijo que haría
y lo que efectivamente ha hecho en el ámbito de la transparen-
cia y la honestidad.

Índices internacionales
El Índice de Percepción de la Corrupción de 2005, publicado por

Transparencia Internacional, ubica a Venezuela en el lugar 136
entre 159 naciones50. En 2000 Venezuela ocupaba el lugar 73
entre 90 naciones. Aunque en ambos años Venezuela se ubicó
cerca del final de la lista, no resulta fácil establecer una com-
paración significativa debido a la distinta cantidad de países
incluidos en las listas. La puntuación compuesta obtenida
durante estos dos años es más precisa, ya que los factores que se
utilizan para elaborarla son esencialmente los mismos.

En una escala del menos corrupto (10) al más corrupto (1),
la puntuación de Venezuela cayó de 2,7 en 2000 a 2,3 en 2005,
lo que representa un deterioro significativo. En contraste, un
país como la nación vecina de Colombia, a pesar de sus consi-
derables problemas políticos y sociales, pasó de tener una pun-
tuación de 3,2 en 2000 a 4,0 en 2005, lo que representa una
mejora considerable.

Estas puntuaciones se basan en encuestas realizadas en
forma independiente e involucran a miles de personas consul-
tadas, tanto en los países que forman parte de la lista como en el
exterior. En el caso de Venezuela y Colombia, las puntuaciones
se establecieron con la ayuda de 10 y 9 encuestas independientes
respectivamente. Resulta curioso comparar la actitud del
vicepresidente Rangel cuando dio su discurso en 1999 y su pos-
terior reacción a la lista de Transparencia Internacional de 2005.
En 1999 habló del enorme costo de la corrupción en Venezuela
y de la necesidad de movilizar a todas las instituciones para
luchar contra este problema. En 2005 desestimó la lista al
declarar, sin fundamentos, que Transparencia Internacional era
una institución que no tenía credibilidad, alegando de manera
incorrecta que cobraba una “tarifa” a los países por su posición
en el cuadro de la corrupción51.

Venezuela ocupa el lugar 126 en el índice de Economic
Freedom of the World de 2006, entre un grupo de 130 naciones. Se
encuentra casi al final  de la escalera, seguida sólo por la
República de Congo, la República Democrática de Congo,
Myanmar y Zimbabwe. La comparación de las puntuaciones a lo
largo de los años también es reveladora. En 1970 Venezuela
tenía una puntuación de 7,6 en una escala del 0 al 10. En 2000,
su puntuación era de 5,5, y hoy en día es de sólo 4,4. De acuer-
do con este índice, Venezuela es el país que experimentó la
mayor disminución de su libertad económica desde 198052. Los
últimos diez países de la lista son africanos, con excepción de
Venezuela y Myanmar.

El índice permite ilustrar la relación entre la libertad
económica y la corrupción. Los países con un bajo nivel de li-
bertad económica se caracterizan por tener controles cambia-
rios, un alto nivel de consumo gubernamental como porcentaje
del consumo total, una inversión muy concentrada en empresas
estatales, un sistema judicial que no es independiente del gobier-
no, influencia militar en el proceso político, inflación alta y varia-
ble, restricciones al acceso a los mercados de capital externo,
controles de precios y excesivo papeleo burocráticos. Esto
describe perfectamente la Venezuela de Chávez. Ésta y otras
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investigaciones muestran la fuerte correlación que existe entre la
corrupción y los bajos niveles de libertad económica.

En 1975 Venezuela ocupaba el lugar 34 en el grupo de esta-
dos miembros de las Naciones Unidas, con una puntuación de
0,716 en el Índice de Desarrollo Humano, el cual mide indicadores
generales de bienestar humano. Ese año Venezuela tuvo una
puntuación mayor que Corea del Sur, Chile o México. En 2000
Venezuela ocupaba el lugar 46, con un índice de 0,776. En 2005
Venezuela ocupó el lugar 76, con un índice de 0,772, un nivel
mucho menor que el de Corea del Sur, Chile y México, países
que ocupan los lugares 28, 37 y 53 respectivamente. Esto mues-
tra un innegable deterioro en comparación con las puntuaciones
de otros países y en relación con su propia puntuación. El
descenso de 30 lugares en la lista de los últimos seis años es par-
ticularmente drástico. El desarrollo de Venezuela se ha estanca-
do, mientras que otros países la están dejando atrás. Esto ha
sucedido a pesar de la enorme cantidad de ingresos petroleros
obtenidos por el país  durante este periodo.

Un legado de corrupción
Promesas rotas. Hugo Chávez llegó al poder con la promesa

de una lucha general contra la corrupción. Es muy posible que,
en aquel entonces, haya estado hablando en serio. La mayoría de
los venezolanos concordaban con la necesidad de una mayor
honestidad y transparencia en el gobierno, y querían desligarse
por completo del pasado. Votaron por Chávez para establecer un
gobierno democrático honesto.

Pero los hechos muestran una enorme brecha entre las
promesas de Chávez y la realidad de Venezuela. Hoy en día
Venezuela no es un país democrático. Está alineada con algunos
de los regímenes más dictatoriales del mundo: los de Mugabe,
Kim II Sung, Ahmadinejad, Assad, Gahdaffi y Castro, y con
fuerzas armadas irregulares que ejercen el tráfico de drogas o el
terrorismo global, como las FARC y el ELN de Colombia y el
Hezbollah libanés. La promesa de Chávez de una lucha genera-
lizada contra la corrupción de Venezuela se convirtió en una
lucha contra el gobierno de Estados Unidos. La mayor parte de
la energía y los recursos del gobierno venezolano se pusieron a
disposición de este objetivo.

La lucha contra Estados Unidos ha contribuido a generar
una corrupción a gran escala en el gobierno de Chávez, debido
al uso de enormes cantidades de dinero venezolano para fomen-
tar una alianza mundial contra ese país. Este dinero, tomado de
forma ilícita de sus propietarios legítimos, ha sido utilizado para
comprar la lealtad política de otros países de la región. Al menos
cinco países del hemisferio —México, Perú, Chile, Nicaragua y
Bolivia— han protestado en contra de la intervención de Chávez
en sus asuntos políticos internos. Tres de ellos (México, Perú y
Chile) recientemente exigieron que Venezuela retirara sus emba-
jadores, y el Congreso de Bolivia, en octubre de 2006, analizó la
posibilidad de declarar persona non grata al embajador de
Venezuela.

Políticas fallidas. Las políticas de Chávez han promovido la
corrupción en lugar de combatirla. A pesar de que el entonces
Ministro de Exterior Rangel reconoció, en su discurso de 1999,

la existencia de una cultura sistémica de corrupción en el país, el
gobierno de Chávez no ha hecho nada por cambiar esa cultura,
excepto empeorarla. La concentración de poder político en las
manos de Chávez, la rápida rotación de ministros y otros
burócratas de alto nivel, la ausencia de debates en la Asamblea
Nacional sobre importantes cuestiones económicas y políticas
de la nación, y la falta de mecanismos de control y equilibrio en
el sistema han llevado a un drástico aumento de la corrupción.
Los casos destacados de corrupción en el gobierno de Chávez,
como los que se describen en este estudio, no han recibido cas-
tigo alguno. Algunos burócratas, como Luis Velásquez Alvaray y
Antonio Albarrán  perdieron sus cargos pero no sufrieron otras
consecuencias.

En su discurso de 1999, Rangel también exigió el estable-
cimiento de un sistema judicial confiable. Esto no sucedió.
Desde el Tribunal Supremo de Justicia hasta todas las instancias
inferiores, el sistema judicial es corrupto. Los miembros del
Tribunal Supremo de Justicia, ataviados con su vestimenta for-
mal, se pusieron de pie al final de la sesión inaugural de enero de
2006 y cantaron: “Uh, uh, ah, Chávez no se va”53. ¿Sería posible
que un acontecimiento tan grotesco tuviera lugar en un país con
instituciones independientes? 

Rangel también exigió la eliminación de la confidencialidad
de los bancos, las corporaciones financieras y otras organiza-
ciones estatales y privadas. Sin embargo, el gobierno de Chávez
sigue siendo una caja negra, en mayor medida que cualquier go-
bierno anterior. Petróleos de Venezuela, la corporación estatal
más importante, ya no publica informes anuales. La gestión de
los fondos nacionales se lleva a cabo completamente en secreto,
sin rendir cuentas al pueblo. El gobierno de Chávez toma las
decisiones más importantes; cuando brinda información sobre
estas decisiones, éstas ya han sido tomadas.

Rangel mencionó en su discurso de 1999 que, como una
muestra de la determinación del gobierno de Chávez de com-
batir la corrupción, se estaba incorporando a la nueva constitu-
ción un cuarto poder, llamado el Poder Ciudadano. En la prácti-
ca, esto terminó por ser un cruel fraude contra el pueblo. Los
tres miembros del Poder Cívico —el contralor general, el defen-
sor del pueblo y el fiscal general— han tenido un desempeño
patético, ya que siempre han defendido al presidente y no han
cumplido con su deber de controlar los abusos de poder de la
rama ejecutiva y castigar la corrupción en el gobierno. En con-
secuencia, a los ojos del pueblo, el Poder Ciudadano carece por
completo de credibilidad .

En su discurso de 1999, Rangel advirtió que el mayor ries-
go que enfrentaba el nuevo gobierno era la timidez y la demora
en la lucha contra la corrupción. Luego de ocho años, resulta
evidente que la timidez y la demora han prevalecido. Sin embar-
go, mientras existan ingresos petroleros considerables, Chávez
continuará con su política de dádivas masivas, la cual tiende a
ocultar la presencia y los efectos perjudiciales de la corrupción.
Muchos de los ciudadanos pobres de Venezuela tendrán una ten-
dencia a tolerar la corrupción siempre y cuando reciban una
parte de la torta. Las protestas se intensificarán sólo cuando no
haya dinero suficiente para repartir.
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Por último, en 1999, el entonces Ministro de Exterior
Rangel criticó la simple retórica y prometió que el nuevo go-
bierno adoptaría políticas concretas diseñadas para lograr que las
instituciones funcionaran. De hecho, sin embargo, el gobierno
de Hugo Chávez ha sido dominado por la retórica. La actitud del
actual liderazgo político hacia la corrupción es aún más permisi-
va que la de los gobiernos anteriores.

Conclusiones
La corrupción ha dominado el gobierno de  Hugo Chávez

como nunca antes en la historia de Venezuela. Las razones pare-
cen claras. La corrupción tiene lugar cuando existen un motivo,
una oportunidad e impunidad de acción. En el caso del gobier-
no de Hugo Chávez, todos estos factores están presentes de
manera considerable.

Motivo
Un motivo frecuentemente alegado por los  burócratas

involucrados en la corrupción son los bajos ingresos. El sistema
burocrático de Venezuela tradicionalmente ha hecho lo posible
por pagar salarios bajos, justificando esta práctica en  preten-
siones de austeridad en la gestión de los fondos públicos. Los
resultados han sido negativos. Los burócratas de bajo nivel piden
dinero al público para realizar las tareas más básicas. Los
burócratas de alto nivel piden comisiones a los contratistas pri-
vados para asignarles contratos. Cuando la autoridad está suma-
mente concentrada en algunos funcionarios o en una sola per-
sona, como sucede actualmente en el gobierno de Chávez, los
activos nacionales pueden transferirse a individuos en posiciones
de poder sin ningún tipo de control. Los burócratas que llegaron
al poder con Chávez se sintieron excluidos durante muchos años
de participar en lo que creían que era parcialmente suyo. Ahora
que son el gobierno, creen que es su turno para prosperar.

Oportunidad
La oportunidad de ejercer la corrupción surge cuando no

existen controles administrativos ni procedimientos, cuando hay
pocos mecanismos de control y equilibrio, y cuando la rotación
burocrática es alta, lo que impide la consolidación de una cultura
organizativa estable con tradición de eficiencia y honestidad. El
gobierno de Chávez ha sido particularmente desorganizado.
Existen pocos controles o mecanismos de control y equilibrio
debido a la concentración de poder político en las esferas más
altas. La rotación de burócratas de alto nivel ha sido muy eleva-
da; hasta cinco o más ministros se han turnado en cargos en el
gabinete. De hecho, los cambios en el gabinete de Venezuela son
tan frecuentes que resulta difícil mantener listas actualizadas54.
En los niveles más bajos, la rotación es también muy alta.
Cuando esto se combina con una ausencia general de rendición
de cuentas, florece la gestión irregular en el manejo de los activos
públicos.

Impunidad
Además del motivo y de la oportunidad, la impunidad es

uno de los principales factores que contribuyen a la incidencia e

intensidad de la corrupción. Los montos sumamente elevados
de dinero que recibe el gobierno venezolano por el petróleo,
junto con la falta de controles y la existencia de una burocracia
lista para apropiarse de su parte del botín, se convierten en un
fuerte incentivo para la corrupción, especialmente si no existe
castigo alguno. Los casos descritos en este estudio ilustran el
desperdicio o la apropiación ilegal de miles de millones de
dólares, pero aún no se ha encarcelado  a un solo empresario o
funcionario corrupto por ello. Algunos de los funcionarios que
se enriquecieron públicamente perdieron sus cargos, pero no se
tomó ninguna otra medida en su contra. Viven disfrutando de su
riqueza y sin que se los moleste. Esto es exactamente lo con-
trario de lo que el candidato Chávez prometió a la nación.

Para reducir la corrupción de manera significativa en
Venezuela, sería necesario eliminar los motivos y las oportu-
nidades, y castigar a los responsables. Luego de ocho años con
Hugo Chávez en el poder, resulta completamente claro que la
lucha contra la corrupción en Venezuela no podrá comenzar
hasta que Chávez se haya ido.
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